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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 797/2022/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, diecisiete de mayo de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 797/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veintiséis de agosto de dos mil veintidós, ********** ********** ********** compareció a demandar la nulidad de la resolución identificada con el número de crédito fiscal 147063, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se imponen multas a la parte actora en cantidad total de $2,886.60 (DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100).
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El treinta y uno de agosto de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del veinticinco de enero de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al de contestación de la demanda, de igual se hizo constar que se declaró la preclusión del derecho de la actora para formular ampliación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos dio cuenta con el escrito del actor por el que formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad fiscal estatal sobre la que se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

De la demanda tenemos que el acto materia de impugnación lo constituye la resolución identificada con el número de crédito fiscal 147063, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se imponen multas a la parte actora en cantidad total de $2,886.60 (DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100); acto que quedó acreditado, con la documental que fue exhibida por la parte actora, visible a fojas 28 y 29 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación
	Fecha que surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	27 de junio de 2022
	07 de julio de 2022
	08 de julio de 2022
	11 de julio de 2022 al 08 de septiembre de 2022

	26 de agosto de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda el ciudadano ********** ********** **********, quien conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone que son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución identificada con el número de crédito fiscal 147063, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se imponen multas a la parte actora en cantidad total de $2,886.60 (DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100), es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicha determinación, ya que en la misma se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
En cuanto a la autoridad demandada el Licenciado Walter Alfonso Espinoza Huerta, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo de fecha primero de febrero del dos mil veintidós, el cual obra agregado a foja 67 de autos.

La documental de referencia adquiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que enseguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 03 a la 24 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Uno de los conceptos de impugnación es fundado y suficiente para determinar la nulidad del acto impugnado.

A. Antecedentes 

Previo al estudio de los motivos de disenso, de la revisión a las constancias que integran el presente sumario de desprenden las siguientes cuestiones fácticas.

a) El aquí accionante es contribuyente sujeto al pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por  Remuneraciones al Trabajo Personal.

b) Derivado de la supuesta omisión en cumplir con la Declaración del pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por  Remuneraciones al Trabajo Personal, correspondiente a los meses de abril y noviembre de dos mil veinte, fue requerido por el cumplimiento de las obligaciones omitidas según requerimiento con emisión 02/22 y folio 0000000593, de dos de febrero de dos mil veintidós, mismo que fue notificado el dieciséis de febrero de dos mil veintidós, según constancias que obran a fojas 69 a 71 de autos.

c) El veintisiete de junio de dos mil veintidós, se determinó crédito fiscal número 147063, en concepto de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, concretamente por no presentar la declaración y formulario de pago a que está obligado por concepto de las declaraciones de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal respecto los meses de abril y noviembre de dos mil veinte. Véanse fojas 28 y 29 de autos.
B. Problema jurídico.
En el primer concepto de impugnación el demandante señala que en el acto no se aprecia el cumplimiento cabal de la debida fundamentación y motivación, porque en dicho oficio se aprecia una serie de disposiciones pero que en modo alguno se explica cual ordenamiento se presumen violentados con la conducta del actor.

Así, insiste el actor en la falta de la debida fundamentación y motivación, pues la emisora determina diversas multas, sin embargo, deja de tipificar la presunta conducta irregular con las hipótesis normativas establecidas en la ley de la materia.   

De lo anterior se obtiene que la cuestión a dilucidar consiste en el siguiente tópico ¿la resolución sancionatoria se encuentra adecuadamente fundada? ¿las razones por las cuales se determinó la conducta infractora coinciden con la norma invocada?

C. Decisión

Como se adelantó concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser fundado.

En primer término es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, debe señalarse que tales exigencias tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario del mismo pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. 

Para ello, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 

Por lo que hace a la exigencia de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Por lo que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada en consideración a la interpretación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, se encontraba obligada a fundar y motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente prevista en el artículo 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”

Ahora bien, del acto impugnado se desprende que la autoridad demandada manifiesta como motivación y fundamentación de la infracción las siguientes:

	Obligaciones
	(…)
	Motivación
	Infracción
	Sanción
	(…)

	Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal
	
	Se determinó multa por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 02/22-0000000593, notificado el día 16/02/2022.
	Artículo 153 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
	Artículo 154 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí
	


Como puede verse, en el acto combatido, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que se sustenta la infracción, el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;..."

Lo resaltado es nuestro.

Del precepto legal que establece las conductas sancionables, se desprende medularmente que bajo ese numeral se tipifican como infracciones relacionadas con el pago de contribuciones:

a) No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago a que estén obligados,

b) Presentar extemporáneamente, las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago, y;

c) Presentar incompletos o con errores las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago. 

De lo anteriormente transcrito se desprende que se determinó una multa por presentar extemporáneamente la declaración de pago a que se encontraba obligada la parte actora, de conformidad con el artículo 24 de la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual fue solicitada mediante requerimiento de autoridad, situación que invoca la autoridad según el requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión 02/22-0000000593, notificado el día 16/02/2022.

Conviene destacar que en efecto, existe la obligación fiscal a cargo del contribuyente de atender al pago de la Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, conforme al numeral 24 de la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente citado:

“ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal. 

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. 

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo. 

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. …”

Del trasunto se desprenden las siguientes consideraciones:
· El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal; y, 

· Que dicho impuesto deberá pagarse mediante declaración mensual a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; subsistiendo la obligación de presentar dicha declaración aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

De este conjunto se desprende claramente que es obligación del contribuyente la de presentar la declaración del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, es decir, de cuando se efectúen las erogaciones al trabajo personal, la cual subsiste aun cuando no hubiese cantidad a cubrir.

 Por lo que es de concluirse que la autoridad demandada motiva la multa impuesta a la parte actora por haber presentado la declaración del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –abril y noviembre de dos mil veinte- después del día quince del mes siguiente de su causación, es decir, por haberla presentado  extemporáneamente, empero la autoridad introduce la cuestión de que el cumplimiento de dicha obligación le fue solicitada mediante el requerimiento de autoridad número de emisión 02/22-0000000593, notificado el día 16/02/2022.

Así, tomando en cuenta los motivos y fundamentos expuestos en párrafos anteriores, la autoridad demandada determinó imponer a la parte actora una sanción de multa, respecto de los períodos que se contienen en la resolución determinante del crédito fiscal, precisando al efecto en la Motivación, que la infracción se determinó por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago, conforme el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, en relación a que el contribuyente estaba obligado, de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.

En este sentido, se debe precisar que para poderse configurar una presentación extemporánea de una declaración sancionable conforme al artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, es necesario que el cumplimiento de la declaración se realice fuera del plazo fijado en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí –quince días del mes después de su causación-, esto es, el cumplimiento extemporáneo de las obligaciones fiscales, representan una omisión de cumplir dentro de los plazos y términos que la norma tributaria y fiscal prevén, siendo esta conducta la que contempla la ley fiscal local, como una infracción, y la cual sustenta la autoridad demandada en el oficio determinante de multa por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, conducta respecto de la cual se deberá precisar al momento de establecer la sanción, la temporalidad exacta para su presentación y la fecha en que la declaración fue presentada, resaltándose el porqué de la presentación extemporánea.

Empero, del propio acto combatido se advierte que se le requirió al contribuyente para cumplir con las obligaciones señaladas, por tanto, resulta evidente que medió requerimiento para que dentro de un plazo perentorio cumpliera con la obligación omitida, señalando en la motivación respectiva, que:

“Se determinó multa por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad (…), notificado el día 21/06/2018”

Entonces, le asiste la razón al actor, cuando hace de manifiesto que la conducta administrativa se encuentra insuficientemente motivada y fundamentada, dado que en el acto se establece que la conducta del contribuyente encuadra en lo referido en la fracción I, del numeral 153, del Código Fiscal Estatal, siendo que en la materialidad de los hechos, correspondía a la autoridad fundamentar la causa de sanción en la fracción III, del artículo 153, del Código Fiscal del Estado, al considerar que las declaraciones y formularios de pago fueron presentados a virtud del requerimiento de autoridad, por tanto, la fundamentación y motivación invocada por la autoridad, resulta a todas luces ilegal.

De acuerdo a lo anterior, ésta Primera Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada, fundó y motivó indebidamente su actuación, ya que el legislador fue claro al establecer cuáles son las hipótesis de infracción contenidas en el precepto a que se alude, por tanto, los fundamentos y motivos en que se haya basado para la emisión del acto, deben ser acordes con la infracción cometida, sin que así haya acontecido. 

Como quedo señalado anteriormente, en el caso que se analiza la autoridad demandada formuló requerimiento de obligaciones omitidas, con número de emisión 02/22-0000000593,  llevándose a cabo la notificación de dicho requerimiento el dieciséis de febrero de dos mil veintidós, tal como se advierte del propio oficio impugnado, lo que además fue probado en la secuela procedimental, según constancias visibles de la foja 69 a la 72 de autos, de ahí que la verdad material guarda congruencia con la infracción establecida en el numeral 153, fracción III, del Código Fiscal del Estado, que prevé lo siguiente:

“ARTICULO 153.- “Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

…III. Presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales a requerimiento de las autoridades fiscales….”

Lo resaltado es nuestro.

Por tanto, la conducta que la autoridad fiscal describe como infractora en el oficio determinante de multas por infracciones (multa por presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago), no encuadra con la situación fáctica que realmente ocurrió, consistente en la presentación de las declaraciones a requerimiento de autoridad, prevista en el precepto legal y fracción antes transcritos; no obstante que en el oficio impugnado la propia autoridad fiscal reconoce el hecho de que existió un requerimiento por parte de la autoridad hacendaria para conminar al contribuyente a cumplir con la obligación a su cargo, previo a la presentación de las declaraciones respectivas, ello al señalar “(…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 02/22-0000000593, notificado el día 16/02/2022”, lo cual hace evidente que medió requerimiento formulado por la autoridad hacendaria, acto formal a través del cual se le hizo saber al contribuyente, la omisión en que incurrió, por lo que la conducta se ajusta a la hipótesis legal prevista en el numeral 153, fracción IIl, del Código Tributario.

Así, la sanción aplicable, será la prevista en el numeral 154 fracción II, del citado ordenamiento, que dispone:

“ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior: 

…II. Multa de quince a sesenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente, a la prevista en la fracción III;…”
Por tanto, si la autoridad emisora en el oficio determinante de multas, fundamenta su actuación en la infracción prevista en el artículo 153 fracción I, y sanción establecida en el numeral 154 fracción I, ambos del Código Fiscal del Estado, es evidente que se encuentra indebidamente fundada y motivada por lo que se refiere a la conducta y sanción impuesta; pues el hecho encuadra en la conducta infractora prevista en el artículo 153, fracción IIl, del citado ordenamiento legal, al presentar el contribuyente las declaraciones o formularios de pago a que está obligado conforme a las disposiciones fiscales a requerimiento de las autoridades fiscales, de acuerdo a los antecedentes que se expresan en la demanda y al requerimiento exhibido por la demandada, conducta la cual es sancionada en términos de lo dispuesto en el artículo 154 fracción II, del invocado Código, por lo que resulta inconcuso que el acto se encuentra indebidamente fundado y motivado, en clara contravención de la garantía de seguridad jurídica prevista por el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado.

En ese orden de ideas, y atendiendo al principio de tipicidad, la autoridad está obligada a encuadrar la hipótesis normativa que considera infringida con la conducta del contribuyente, de tal manera que no exista duda que cometió la infracción; lo anterior es así, en tanto que el principio de tipicidad se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inequívoca de la infracción, y supone en todo caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones, por lo tanto, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la autoridad debe acreditar en su resolución que la conducta realizada por el afectado encuadra exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, como lo ha sostenido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Por lo que, la autoridad demandada se encontraba obligada a fundar y motivar debidamente la conducta infractora, es decir acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, por lo que al no haber actuado en tal forma, se quebranta el principio de aplicación estricta de las normas.

En las relatadas condiciones, el acto controvertido se considera indebidamente fundado y motivado, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, y en concordancia con el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, que dice: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.” 

Con base en lo expuesto con antelación, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la  resolución identificada con el número de crédito fiscal 147063, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se imponen multas a la parte actora en cantidad total de $2,886.60 (DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100), por infracciones respecto a obligaciones del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal; en virtud de que se contiene una indebida fundamentación y motivación por la Autoridad que lo expidió, conforme a las consideraciones legales expuestas en el presente considerando, y por consecuencia se decreta la NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno.

Ahora, respecto del requerimiento de obligaciones número 02/22-0000000593, de fecha dos de febrero de dos mil veintidós, si bien fue combatido en el presente juicio, éste subsiste, en la medida que si bien el accionante negó lisa y llanamente la existencia del mismo, quedó acreditado por la autoridad que dicho acto si fue notificado, el cual se le dio a conocer al actor mediante acuerdo de veintiséis de septiembre de dos mil veintidós, otorgándosele el derecho para que formulara su ampliación de demanda en los términos previstos por el numeral 237, fracciones II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, empero conforme al proveído de cuatro de noviembre de dos mil veintidós se le tuvo al actor por precluido el derecho para formular su ampliación de demanda, en virtud de que no lo hizo en el término concedido para tal efecto, circunstancia por la cual ante la inexistencia de agravios en contra de dicha determinación, es el que no hay razón para que esta Sala decrete su ilegalidad, resultando por tanto que se dejan a salvo las facultades discrecionales de la autoridad.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, teniendo como apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado  del Segundo Circuito, cuyo rubro y texto son: 
“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de violación vertidos en la demanda de amparo.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución identificada con el número de crédito fiscal 147063, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; mediante la cual, se imponen multas a la parte actora en cantidad total de $2,886.60 (DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100), y por consecuencia se decreta su NULIDAD, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

	

	


� Artículo 73, fracción VI,  del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. 


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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